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A lo largo de los últimos años, los procesos de desalojo han incrementado en lo que 
respecta a la falta de pago de la renta y por vencimiento del contrato de arrendamiento, de 
manera que ha generado un verdadero problema socioeconómico, ya que los propietarios 
de inmuebles para poder recuperar la posesión y restitución de su bien inmueble, 
necesariamente tienen que pasar por un proceso judicial largo y tedioso debido a la omisión 
de  responsabilidad de los arrendatarios inescrupulosos, lo cual produce una elevada carga 
judicial en los órganos jurisdiccionales.  
Ante esta situación, los legisladores peruanos han tratado de brindar mecanismos de 
solución para agilizar estos procesos, así en fecha 28 de Mayo de 2014 se publicó la Ley 
N° 30201, la cual creó el Registro de Deudores Judiciales Morosos y modificó los artículos 
594° y 692-A del Código Procesal Civil, incluyendo expresamente la cláusula de 
“allanamiento a futuro” en un contrato de arrendamiento, a través de la cual el arrendatario 
acepta la posible demanda de desalojo que el propietario o cualquier persona facultada 
para demandar, interpusiera contra éste inquilino. Con esta norma se pretendía acelerar 





tan sólo quince días luego de la emisión de sentencia favorable para el demandante; sin 
embargo, a causa de la elevada carga procesal de los jueces, éstos se atrasaban en la 
verificación de los contratos de arrendamiento. Por lo que, dicha Ley, si bien ayuda de 
alguna forma al demandante, no cumplió completamente con su objetivo y el problema aún 
persiste para los propietarios ya que, a pesar de incluir la cláusula de allanamiento a futuro 
en sus contratos, esto no significa que la restitución de su bien sea en el plazo establecido 
por dicha norma.  
Del mismo modo, al año siguiente de la entrada en vigencia de la Ley señalada en el párrafo 
precedente, el 18 de Julio de 2015 se publicó el Decreto Legislativo N° 1177 en el Diario 
Oficial El Peruano y su Reglamento aprobado mediante Decreto Supremo N° 017-2015 de 
fecha 03 de Noviembre de 2015,  que establecen el régimen de promoción del 
arrendamiento para vivienda y crearon los formularios únicos de arrendamiento (FUA), con 
la intención de establecer un régimen especial y opcional para brindar seguridad jurídica 
en el ámbito de arrendamiento de inmuebles para vivienda, además de estimular al sector 
inmobiliario a seguir construyendo dichos inmuebles; no obstante, este mecanismo no fue 
suficiente para agilizar la restitución del predio, debido a ciertos inconvenientes, como que 
la mayoría de Notarías no brindaban el servicio de legalización o certificación del FUA, 
desconocimiento por parte de algunos órganos jurisdiccionales de la aplicación de este 
decreto y la sobrecarga procesal de los juzgados al momento de ejecutar el desalojo. 
Como resultado de lo anteriormente mencionado, es decir, la deficiencia de los juzgados 
en la aplicación de aquellas normas, se ha generado incertidumbre en los arrendadores al 
momento de ceder su inmueble mediante un contrato de alquiler dado que, no quieren 
arriesgarse a asumir un extenso y costoso proceso judicial, lo que conlleva a una afección 
directa al mercado inmobiliario; situación que produce que el arrendador eleve el monto de 





Ante este problema, el Estado Peruano ha instaurado un nuevo proceso de desalojo 
supuestamente rápido y eficaz contemplado en la Ley N° 30933, Ley que regula el 
procedimiento especial de desalojo con intervención notarial, la cual pretende  brindar 
mayor seguridad jurídica al propietario al recuperar su bien inmueble sin necesidad de 
iniciar una demanda en vía judicial mediante el proceso sumarísimo contemplado en el 
artículo 546° inc. 4 del Código Procesal Civil; puesto que, el Notario, mediante un 
procedimiento especial, estará facultado a emitir una Acta No Contenciosa que tendrá 
carácter de título ejecutivo, por lo que su ejecución reducirá el plazo para el desalojo del 
inquilino. Sin embargo, así como las leyes mencionadas anteriormente, la ley de desalojo 
notarial tiene inconvenientes, siendo uno de ellos la falta de regulación de la oposición del 
tercero en dicha norma, lo cual es materia de investigación de la presente tesina,  debido 
a que la figura del tercero es muy importante en nuestro proceso civil y su intervención 
debe ser debidamente protegida a fin de dar legalidad a la futura sentencia de lanzamiento 
y evitar una posible demanda por interdicto de recobrar por despojo judicial con lo cual el 
tercero, de buena o mala fe, podría recuperar la posesión del predio. Asimismo, aquella 
falta de regulación en la ley de desalojo notarial afecta directamente los intereses del 
arrendador puesto que, ante la intervención de un tercero, el procedimiento especial 
notarial se suspenderá, generando que éste no se beneficie con la celeridad de la ley 
notarial y deba acudir a un proceso ordinario en vía judicial. 
En tal sentido, la presente tesina analizará la afectación que causa la Ley N° 30933 a los 
titulares del bien inmueble dado en arriendo como consecuencia de la falta de regulación 
de la oposición de los terceros, así como determinar la eficacia de dicha Ley a efectos de 
salvaguardar los derechos de todas las partes intervinientes en el procedimiento especial 
y se obtenga finalmente una sentencia amparada en la legalidad y que el arrendador pueda 
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El presente tema de investigación versa sobre la afectación que podría generar a los 
titulares de un predio dado en arriendo, la falta de regulación de la oposición de los terceros 
en la Ley N° 30933, ley que regula el procedimiento especial de desalojo con intervención 
notarial, la cual busca formalizar el arrendamiento de inmuebles, incrementar la 
recaudación tributaria y tiene una importante relevancia en el Derecho Civil, puesto que ha 
surgido como un mecanismo de solución a la demora del proceso de desalojo en nuestro 
país, a comparación con otras normativas que tratan sobre la misma materia.  
En ese marco, dicha afectación puede provocar severos problemas para el arrendador ya 
que, la ley no establece expresamente la oposición de los terceros dentro del procedimiento 
especial de desalojo notarial, únicamente regula la oposición de los arrendatarios. Por lo 
que, si existiera la figura de un tercero, por ejemplo en el supuesto de que existiera un 
contrato de subarrendamiento, muerte del arrendatario u otros, el Notario tendrá que 
suspender el procedimiento aplicando la Ley N° 26662 de forma supletoria, lo que 
evidentemente produce un perjuicio para el titular del inmueble dado que, no podrá usar 




sumarísimo, el cual a pesar de que es el supuestamente más corto a comparación de las 
otras vías procedimentales, se convierte en uno largo y tedioso debido a la sobrecarga 
procesal de los Juzgados. Además, se debe tener en cuenta que los terceros por su parte 
pueden utilizar los interdictos de recobrar a su favor a efectos de recuperar la posesión del 
predio que ocupaban al no haber podido hacer uso de su derecho a la defensa en la primera 
etapa del desalojo notarial, es decir, dentro del procedimiento especial notarial o también 
podrían solicitar en otra vía la inconstitucionalidad de la ley de desalojo notarial al vulnerar 
sus derechos, porque se les está privando de poder participar en las dos etapas de dicho 
desalojo, afectando manifiestamente el ejercicio de su derecho constitucional y 
convencional a ser oídos, generándose arbitrariedades. 
En ese mismo contexto, el objetivo general de la investigación es analizar la afectación de 
la Ley N° 30933 a los titulares del bien inmueble, como consecuencia de la falta de 
regulación de la oposición de los terceros en la citada norma y el objetivo específico es 
determinar la eficacia de esta Ley para lograr el desalojo por falta de pago de la renta o 
vencimiento del contrato de arrendamiento de los arrendatarios y/o posibles terceros 
ocupantes. 
La estructura de la presente investigación consta de cinco capítulos. En el capítulo I, se 
habla sobre el planteamiento del problema, la formulación del problema, la justificación y 
los objetivos. En el capítulo II, se reseña la posesión y la propiedad. En el capítulo III, se 
describe el proceso de desalojo en general. En el capítulo IV, se comenta sobre la 
intervención de los terceros en el proceso civil. En el capito V, se explica el proceso de 
desalojo notarial contenido en la Ley N° 30933. Finalmente, se termina con las 












PROBLEMA DE INVESTIGACION 
 
1.1. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 
La Ley N° 30933, publicada el 24 de Abril de 2019 en el Diario Oficial El Peruano, surge, 
entre otros, para agilizar el trámite de los procesos de desalojo contra el arrendatario 
moroso o el arrendatario que, ante el vencimiento del contrato de arrendamiento, sigue en 
posesión del inmueble, las cuales son causales estipuladas en el artículo 7° de dicha 
norma, lo que aparentemente puede resultar beneficiosa para el titular del inmueble puesto 
que, lo que se pretende con esta ley es brindar mayor seguridad jurídica y predictibilidad 
de recuperar la posesión del inmueble cedido mediante un contrato de arrendamiento 
temporal en un plazo más corto de las otras leyes que existen sobre esta materia. Por lo 
que, esta Ley parece ser finalmente la adecuada para conseguir los objetivos que se 
esperaban con la Ley N° 30201 y el Decreto Legislativo N° 1177. 
Sin embargo, también ha sido criticada por diversos especialistas en materia civil como 




pues no se predice que funcione la ejecución del desalojo en cuanto existan terceros que 
quieran intervenir en el procedimiento especial que se suscite en la Notaría.   
Esto se debe a que los legisladores no han tomado en cuenta la intervención de los terceros 
dentro de la llamada ley de desalojo express en la etapa notarial, ya que únicamente se 
hace mención a los arrendatarios, quienes podrán hacer uso de su derecho a la defensa a 
través de la oposición, dejando a los terceros desamparados ya que no podrán participar 
ni utilizar su derecho fundamental a la defensa o derecho a ser oído (Art. 8° de la 
Convención Interamericana de Derechos Humanos) en el procedimiento notarial, lo cual 
perjudicará no solo a los terceros sino también a los arrendadores puesto que, como 
consecuencia, de la posible existencia de éstos, el Notario tendrá la obligación de aplicar 
supletoriamente la Ley N°26662, Ley de Competencia Notarial en Asuntos No 
Contenciosos, la cual establece que ante la intervención de los terceros se tiene que 
suspender el procedimiento, lo que obviamente resulta perjudicial para los titulares del 
predio, pues no podrán utilizar la Ley de Desalojo Notarial para el lanzamiento célere de 
su arrendatario y/o posibles terceros ocupantes.  
Por lo que, en el presente trabajo se investigará la afectación que genera en el arrendador 
la falta de regulación de la oposición de los terceros en la Ley N°30933, en el supuesto de 
que exista un contrato de sub arrendamiento, muerte del arrendatario u otros, en contraste 
con la finalidad que se pretende con dicha norma, a efectos de que el arrendador no asuma 
los costos notariales sin lugar a reembolso, no tenga que accionar el desalojo mediante la 
vía judicial con arreglo a Ley y no se vea despojado de su posesión ante la posible 




1.2. FORMULACION DEL PROBLEMA 
 
1.2.1. PROBLEMA PRINCIPAL 
¿Cuál es la afectación que genera a los arrendadores la falta de regulación de 
la oposición de los terceros ante lo dispuesto en la Ley N° 30933: Ley que 
regula el procedimiento especial de desalojo con intervención notarial? 
 
1.2.2. PROBLEMA SECUNDARIO 
¿La Ley N° 30933 sería eficaz si un tercero interviene en el procedimiento 




















1.3. JUSTIFICACION DE LA INVESTIGACION 
El presente trabajo de investigación es pertinente debido a que la reciente entrada en 
vigencia de la Ley N° 30933, Ley que regula el procedimiento especial de desalojo con 
intervención notarial en nuestro ordenamiento jurídico, la cual ha surgido con la finalidad 
de agilizar y simplificar los procesos de desalojo por falta de pago de la renta o por el 
vencimiento del contrato de arrendamiento, no regula expresamente la oposición de un 
tercero en el procedimiento especial de desalojo como un recurso de ejercer su derecho a 
la defensa como el arrendatario 
Por lo que esta Ley de naturaleza no contenciosa, debería respetar el debido proceso ya 
sea en instancia notarial como judicial, con el propósito de no perjudicar finalmente a los 
titulares del bien, ya que son ellos a quien se le debe brindar protección jurídica ante la 
omisión de responsabilidad de los arrendatarios y/o terceros. 
En efecto, si la citada norma no contempla el derecho a la oposición de los terceros en el 
procedimiento, según ella, se aplicará de forma supletoria la Ley N° 26662, Ley de 
Competencia Notarial en Asuntos No Contencioso, la cual estipula que ante la oposición lo 
suspenderá inmediatamente y remitirá los actuados al juez de paz letrado.  
Bajo este contexto, en nuestra opinión, sería necesario incorporar a los terceros dentro de 
la regulación antes indicada en vista de prevenir la suspensión del procedimiento, 
procurando cumplir con el objetivo de la norma, que es salvaguardar los derechos del 
arrendador y la restitución del predio, y así el tercero no pueda plantear interdictos. 
De modo que, en el presente trabajo se investigará cual es la afectación que genera a los 
arrendadores la falta de regulación de la oposición de los terceros en el procedimiento 
especial y si la ley de desalojo notarial sería eficaz cuando dicho tercero intervenga en el 
procedimiento, puesto que, la figura del tercero es fundamental para evitar la suspensión 
del proceso y satisfacer las expectativas del titular del bien de conformidad con los objetivos 




1.4. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACION  
 
1.4.1. OBJETIVO GENERAL 
Analizar la afectación de la Ley N° 30933 a los titulares del bien inmueble dada en arriendo, 
como consecuencia de la falta de regulación de la oposición de los terceros en dicha Ley. 
 
1.4.2. OBJETIVO ESPECIFICO 
Determinar la eficacia de la Ley N° 30933 para lograr el desalojo por falta de pago de la 





















1.5. FORMULACION DE HIPOTESIS 
 
HIPOTESIS GENERAL  
1. La falta de regulación de la oposición de terceros en la Ley afecta el derecho de los 
titulares cuando se suspenda el procedimiento. 
HIPOTESIS SECUNDARIA 
2. El proceso de desalojo notarial no será eficaz, en cuanto, se produzca la 



















1.6.1. VARIABLES INDEPENDIENTES 
• Falta de regulación de la oposición de los terceros 
 
1.6.2. VARIABLES DEPENDIENTES 

























1.7.1. Tipo de investigación  
La presente tesina versa sobre una investigación descriptiva, la misma que se define como 
una investigación que recoge información de manera independiente o conjunta sobre 
conceptos o variables y busca especificar las características de los procesos o cualquier 
otro fenómeno que se someta a análisis, cuyo valor es útil para mostrar con precisión las 
dimensiones de un suceso o situación; en ese marco, nuestra tesina es descriptiva ya que 
se trata de una Ley con menos de un año de vigencia.  
Cabe mencionar, que nuestro análisis sobre la afectación que causa la falta de regulación 
de oposición de los terceros en la Ley N° 30933 nace en virtud de lo expuesto por el Dr. 
Fort Ninamancco Córdova, abogado y magíster especialista en Derecho Civil de la 
Universidad Nacional Mayor de San Marcos, profesor asociado de la Academia de la 
Magistratura, miembro del Consejo Editorial de la revista Gaceta Civil y Procesal Civil y 
Amicus curiae de la Corte Suprema de Justicia, en su artículo online llamado “El sendero 
del desalojo express (II): ¿mare Tenebrosum? El problema de los terceros en la Ley del 
Desalojo Notarial” (Nimancco, 2019) y su conferencia “Problemática sobre Desalojo 
Notarial” llevada a cabo el 17 de mayo de 2019 en el Auditorio de la Sala Penal Transitoria 
de la Corte Suprema de Justicia de Lima (Ninamancco Córdova), en las cuales comenta si 
el desalojo de los terceros previsto en el artículo 9.2 de la Ley N° 30933 honra el debido 
proceso y tutela jurisdiccional de los terceros ocupantes, puesto que dicha ley no incorpora 
la oposición del tercero, quien no será escuchado ni por el notario ni por el juez, asimismo 
comenta que ante la ausencia de regulación del tercero en la ley de desalojo notarial 
justifica la aplicación supletoria de la normativa notarial general, esto es suspender el 





1.7.2. Diseño de investigación 
 
✓ No experimental descriptiva   
✓ Enfoque cualitativo: Utiliza la recolección y análisis de los datos para afinar las 
preguntas de investigación o revelar nuevas interrogantes en el proceso de 
interpretación.  





























2.1. LA POSESIÓN  
La posesión es el primer derecho real al que se refiere nuestro Código Civil en su Libro V, 
por su valía, protección y tutela que se le brinda en nuestro ordenamiento jurídico. Muchas 
veces, ante la ausencia de la institución del Registro en zonas remotas, los ciudadanos 
utilizan la posesión a fin de dar a conocer la publicidad de su titularidad.  
 
Según Gonzales (2016), “la posesión es el control voluntario de un bien, con relativa 
permanencia o estabilidad, destinado al beneficio propio (autónomo), cuya finalidad es el 
uso y disfrute en cualquier momento, sin necesidad de un título jurídico que sirva de 
sustento” (p. 34) 
 
Es decir, quien sea poseedor ejercerá el control del bien con autonomía, sin estar bajo 




tenga que ser de forma continua y actual; puesto que, una persona puede poseer algún 
bien, a pesar de no encontrarse con él en el instante. 
 
Asimismo, nuestro Código Civil ha hecho una definición legal muy general de la posesión, 
la cual se estipula en el artículo 896°, en la que se da a entender que, al ser un poder o 
ejercicio de hecho inherente a la propiedad, para el uso y disfrute del bien es irrelevante la 
existencia de un título jurídico.  
 
“Savigny (s. f.) menciona que la posesión se determina cuando quien tiene un bien bajo su 
denominación física, actúa o se comporta “como propietario”. Es decir, el poseedor debe 
realizar una actividad análoga a la que califica la actuación del propietario”. (Gonzales, 
Derechos Reales, 2009, p. 130)  
 
Igualmente, no debe confundirse la figura de poseedor con la de servidor, haciendo énfasis 
que para que exista posesión de un bien no debe haber dependencia respecto a otro, tal 
cual se estipula en el artículo 897° del Código Civil, lo cual se diferencia del servidor, quien 
es un detentador (esporádico o no) que si puede ejercer control sobre un bien pero bajo 
dependencia o subordinación y su figura se comprende en la de un tenedor o guardián del 
bien, quien no podrá ejercer un derecho de posesión frente a otros, al no tener protección 
posesoria.  Para ello, el artículo 904° del mismo cuerpo de leyes, establece que, aunque 
exista un tercero con tenencia física eventualmente sobre un bien, no varía el estado 
posesorio del poseedor. 
 
En efecto, la detentación se define como “el contacto físico voluntario del hombre sobre la 




asignada a esta, por su menor magnitud, intensidad o falta de autonomía.” (Gonzales, 
2016, pág. 71)  
 
2.1.1. POSESION MEDIATA E INMEDIATA  
Desde tiempos remotos, el ser humano tiene necesidades de fortalecer su patrimonio a 
través de la adquisición de bienes; pero no todos tienen la misma posibilidad económica 
por lo que realizan ciertos negocios jurídicos a fin de poder usar un determinado bien por 
un lapso. 
 
Ante ello, la posesión puede ser mediata e inmediata, por ejemplo, respecto de un contrato 
de arrendamiento, la posesión mediata será ejercida por el propietario del bien quien 
cederá el uso del inmueble a un arrendatario, quien actuará como el poseedor inmediato o 
intermediario posesorio en virtud de la temporalidad del contrato, es decir, el poseedor 
mediato es quien posee el título jurídico y lo traslada al inmediato por determinado tiempo. 
 
Esto se puede apreciar en el artículo 905° de nuestro Código Civil, el cual versa sobre 
aquellas mencionadas figuras de posesión, y debido a ello, se brinda protección posesoria 
a las partes que participan en la relación jurídica creada. 
 
Asimismo, cabe indicar que, si bien el arrendatario actúa como el poseedor inmediato, no 
se dice lo mismo para los acompañantes que habitarán con él en el inmueble, puesto que 
estos frente al arrendador y arrendatario son servidores, detentadores esporádicos de 







Sin embargo, la relación que vincula al poseedor mediato e inmediato no 
necesariamente es jurídica, en tanto la posesión mediata puede originarse 
también en negocio ineficaz, o incluso nulo, requiriéndose solamente un 
acuerdo de voluntades reconocible en el ámbito material, es decir, resulta 
suficiente un traspaso posesorio consentido de carácter temporal, cuya 
extinción implica la devolución de la cosa. (Gonzales, 2016, pág. 89)  
 
 
Es así que, en el caso cuando un contrato de arrendamiento haya fenecido y el arrendatario 
sigua en posesión del bien inmueble, a pesar de que el arrendador le haya solicitado su 
restitución, se convertirá en un poseedor inmediato ilegitimo, puesto que está actuando de 
mala fe al saber que ya no tiene ningún título para seguir poseyendo el predio y se niega a 
devolverlo. 
 
Al respecto, Missineo menciona sobre la naturaleza jurídica del arrendatario, expresando 
que el derecho del arrendatario, para ejercitarse, tiene necesidad de la cooperación del 
arrendador, en cuanto hace falta que éste se preste a hacer gozar la cosa debida, la 
entregue, la mantenga en estado de servir para el uso y le garantice su pacífico goce, de 
la misma forma, menciona que el arrendatario, por consiguiente, tiene una pretensión frente 
al arrendador, pero no tiene un poder inmediato sobre la cosa arrendada; y no puede 
oponer a los terceros tal poder. (Bigio Chrem) 
 
Es necesario aclarar, que una vez cumplido el arrendador con la entrega del bien cedido 
en arriendo al inquilino, este tendrá el control directo con el inmueble materia del contrato 
consensuado, a su vez hay que resaltar que el arrendatario solo ejerce su derecho de uso 
poseyendo el bien tal como ya se mencionó anteriormente, por lo que solo tendrá un poder 




arrendamiento es en esencia un contrato bilateral, de donde surgen prestaciones 
reciprocas obligacionales, por lo que nuestro cuerpo normativo civil de 1984, regula el 
tratamiento de las obligaciones tanto del arrendador como del arrendatario, regulados en 
los artículos 1678 y 1681 del Código Civil. 
 
2.1.2. TUTELA POSESORIA 
 
2.1.2.1. INTERDICTOS 
Nuestra legislación tutela jurídicamente la posesión, cuando se comprueba el hecho 
posesorio, así sea legitima o ilegitima, de buena o mala fe, regulando actos y acciones 
relativas a ella. Mediante la posesión una persona que se encuentra ocupando un bien y 
ejerce control sobre él, sin necesidad de tener un título, puede accionar la protección de su 
derecho de posesión a través de instrumentos de defensa o remedios que lo tutelan, ante 
los órganos jurisdiccionales correspondientes, por la privación o perturbación de su 
posesión sin voluntad. 
 
En nuestro Código Civil en su artículo 598° se prevén los remedios de protección a la 
posesión, a través de la cual se brinda al poseedor una tutela extendida como aquella que 
recibe el propietario. Sin embargo, se debe tener en cuenta que el ordenamiento jurídico 
autoriza al poseedor ejercer su derecho de posesión sobre un bien (atribución provisional) 
siempre y cuando no exista una atribución definitiva de bienes (titularidad jurídica), ya que 
la defensa de la posesión versa sobre el factum, es decir sobre el hecho notorio y visible y 





Es así que a efectos de proteger las lesiones que pueda tener la posesión, se ha 
establecido un instrumento típico de tutela al que se le denomina interdicto, por el cual se 
recupera o mantiene la posesión de un bien como hecho jurídico con autonomía propia. 
Asimismo, también existe un remedio general el cual es el remedio indemnizatorio que 
protege tanto a la posesión como a otros derechos subjetivos e intereses legítimos.  
 
Es por ello, que se dice que la tutela interdictal es de naturaleza provisional o interina, la 
cual se ventila en vía judicial en un proceso sumarísimo, donde la controversia oscila sobre 
acreditar la posesión del demandante y la lesión de la posesión producida por el 
demandado, según se estipula en el artículo 600° del Código Procesal Civil; quedando 
claro que en este proceso no se analiza si existe o no títulos de propiedad o derechos 
subjetivos, puesto que eso será materia de acción plenaria en otro proceso; y solo podrá 
solicitarse a fin de recuperar la posesión de bienes inmuebles y bienes muebles inscritos, 
tal como se estipula en el artículo 599° del Código Procesal Civil, el cual limita la tutela 
judicial de la posesión. 
 
Ahora bien, cabe mencionar que existen dos tipos de interdictos, el interdicto de recobrar 
y el interdicto de retener.  
a. El interdicto de recobrar, estipulado en el artículo 603° de nuestro Código Procesal 
Civil, establece que el poseedor podrá solicitarlo cuando se vea despojado de su 
bien, siempre que no exista un proceso previo o que no existiese la voluntad del 
poseedor primigenio. Siendo el despojo, un acto mediante el cual el poseedor 
pierde parcial o totalmente su posesión por una voluntad unilateral de un tercero, 
quien no tiene respaldo de un poseedor primigenio (es decir, que no haya autotutela 
de la posesión). Este tipo de interdicto puede ser utilizado contra un despojo ilícito 




interponerlo contra quienes ostenten otros derechos reales de distinta naturaleza, 
como el de propiedad. 
 
De igual manera, cabe decir que nuestra normativa establece que todo aquel que 
considere ser despojado de la posesión tiene legitimidad activa, excluyendo 
notoriamente a los servidores de la posesión y los detentadores esporádicos. Sin 
embargo, no se establece expresamente quienes son los que tienen legitimidad 
pasiva, para lo cual algunos doctrinarios consideran que son todos los poseedores 
que despojen el bien a otro. 
 
Este interdicto se tramita vía proceso sumarísimo y el demandante solo podrá 
recuperar la posesión de su bien tras ser despojado si se declara fundada su 
demanda, no hay otra forma; y si ha solicitado acumulación de pretensiones, podrá 
recibir el pago de los frutos e indemnización que corresponda. Simultáneamente, el 
demandante puede solicitar una medida cautelar para obtener la restitución de su 
posesión previa a la decisión final del juez, siempre que haya acreditado el despojo, 
lo cual se establece en el artículo 681° del del Código Procesal Civil. 
 
Existe también interdicto de recobrar en la modalidad de despojo judicial, 
establecido en el artículo 605° del Código Procesal Civil, el cual es solicitado por el 
tercero que es desposeído de su bien por la ejecución de una orden judicial 
expedida en un proceso en el cual no ha sido emplazado, es decir, le han vulnerado 
su derecho a la defensa. 
 
 
Que, la norma procesal anotada trata sobre la figura del despojo judicial y el 
procedimiento especial que debe seguir el desposeído para hacer valer sus 
derechos a fin de obtener la restitución respectiva, en caso corresponda; si 
bien en su primer párrafo la norma procesal en comento refiere que procede 
interponer interdicto de recobrar por aquel que ha sufrido la desposesión a 




, el segundo párrafo refiere que, previamente, el perjudicado debe recurrir 
en calidad de tercero ante el juez que dictó la orden judicial cuestionada, y 
solicitar ante él la restitución de la posesión, y solo en caso de que tal pedido 
sea rechazado, queda expedito su derecho para hacerlo valer en otro 
proceso, distinto al que motivo la desposesión, que no es otro que el de 




Por ello, este tercero podrá solicitar en ese proceso al Juez que dispuso la orden 
de lanzamiento la restitución del bien. Hay que mencionar, además que dicho 
proceso donde se despojó de la posesión solo puede ser uno de carácter sumario, 
más no plenario ya que, en este último se confrontan derechos subjetivos a 
reconocer por el ordenamiento, lo que es más importante que el sumario, por lo que 
el interdicto no puede pretender dejar sin efecto los alcances de un proceso 
plenario, es imposible. El interdicto solo protege cuestiones posesorias, no 
cuestiones petitorias. 
 
b.  El interdicto de retener, estipulado en el artículo 606° de nuestro Código Procesal 
Civil, establece que el poseedor podrá solicitarlo cuando se vea perturbado por 
actos materiales de su posesión. Siendo la perturbación una limitación, modificación 
de la situación de hecho o molestia en la actividad de goce de la posesión como se 
venía realizando anteriormente por parte del poseedor, la cual no es despojo. 
Asimismo, serán legitimados activos los que se consideren perturbados de la 
posesión y legitimados pasivos serán lo perturbadores de la posesión. 
Este interdicto también se utiliza en vía de proceso sumarísimo y el demandante 
solo podrá obtener la orden de cesar los actos perturbatorios si se declara fundada 
su demanda, hay una tutela inhibitoria. En contraste con el interdicto de recobrar, 
en este interdicto no se ha previsto expresamente una medida cautelar, sino que 
acepta la posibilidad de solicitar una medida temporal genérica sobre el fondo 
estipulado en el artículo 674° del Código Procesal Civil; sin embargo, es más difícil 




Por otra parte, en lo que respecta a ambas clases de interdictos, de conformidad con el 
artículo 601° del Código Procesal Civil, la demanda interdictal tiene un plazo de 
prescripción de un año, a partir de haberse producido el hecho que fundamenta la 
demanda, entendiendo que el inicio del cómputo de la prescripción extintiva se considera 
desde que se produce el despojo o la perturbación de la posesión, es decir, desde la 
ocurrencia del hecho, mas no desde que el poseedor toma conocimiento. Por lo que, 
nuestro ordenamiento salvaguarda al poseedor a fin de que recurra a este tipo de remedio 
o instrumento de defensa posesoria para recuperar o cesar la perturbación de su posesión. 
 
Finalmente, cabe decir que para la presente investigación, el tercero que no ha sido 
debidamente emplazado en el proceso de desalojo por vencimiento del contrato de 
arrendamiento o falta de pago de la renta, o que su participación como litisconsorte no haya 
sido aceptada por el juez debido a que se apersono después de la audiencia única en dicho  
proceso, podrá hacer uso de derecho de posesión a través de interdictos de recobrar por 
despojo judicial, quedando claramente salvaguardado su derecho a la defensa signado en 
nuestra Constitución Política y su derecho a ser oído estipulado en la Convención 
Interamericana de Derechos Humanos. Por lo que, esto sería un motivo adicional para 
incorporar la regulación de la oposición del tercero en la Ley N° 30933, a fin de evitar que 
el tercero pueda recurrir a otro proceso judicial a ejercer su derecho a la defensa y sea 
restituido de la posesión del inmueble, perjudicando claramente al titular del inmueble.  
 
2.1.2.2. ACCION POSESORIA 
Al igual que los interdictos, se establece en el artículo 921° del Código Civil que para la 
defensa de la posesión se podrá usar también acciones posesorias, las cuales son otros 





Las acciones posesorias son los mecanismos judiciales que tienden a 
revertir las lesiones a la posesión, sea el despojo o la perturbación; por tanto, 
su única finalidad es resguardar el estado posesorio actual, sin 
pronunciamiento sobre cuestiones petitorias, esto es, nada se dice respecto 
a la causa legal que justifica esa posesión, lo que no es relevante para 
resolver la controversia. (Gonzales, 2016, pág. 194) 
 
 
Por el contrario, a diferencia de los interdictos se dice que las acciones posesorias tienen 
como objeto de tutela el derecho a la posesión (ius possidendi), pues se deberá acreditar 
la posesión como derecho más no como hecho, como hacía mención el civilista Gunther 
González, pues aquí se tendrá que hacer un análisis de cuestiones petitorias sobre la 
titularidad de algún derecho real en un proceso plenario. En otras palabras, las acciones 
posesorias no protegen la posesión en sí, sino más bien los derechos subjetivos cuyo 
contenido implique la posesión.  
 
Conforme a lo antes mencionado, el desalojo es reconocido como una acción posesoria 
puesto que es el poseedor mediato es un titular con dominio, quien va reclamar la 
restitución de su predio ante la renuencia del poseedor inmediato. 
 
2.2. LA PROPIEDAD 
La propiedad es un derecho real y fundamental contemplado en nuestra Constitución 
Política, por la cual, a diferencia de la posesión, se le atribuye definitivamente a una 
persona el reconocimiento de uso y disfrute sobre un bien. 
 
 
La propiedad es cualquier objeto o derecho que pueda poseerse. La 
propiedad implica, ante todo, la posesión; en las sociedades más sencillas, 
el poseer algo ya otorga la propiedad. Más allá de la mera posesión, en las 
sociedades modernas la propiedad implica el derecho a utilizar el bien, 








Asimismo, nuestro ordenamiento jurídico hace una definición legal de la propiedad en el 
artículo 923° del Código Civil, en el cual se determina a la propiedad como un poder 
jurídico, a diferencia de la posesión que es un poder de hecho, el mismo que otorga al 
propietario cuatro atributos sobre su bien, es decir lo faculta a usar, disfrutar, disponer y 
reivindicar su bien, de acorde con el interés social y dentro de los límites que la ley 
establezca; por lo que, se desprende que la propiedad es uno de los derechos 
patrimoniales más importantes y para su protección goza de una serie de garantías, así 
como para su transferencia. 
 
“Avendaño (s.f), explica los cuatro atributos clásicos tradicionales o derechos que confiere 
la propiedad a su titular: Usar es servirse del bien. Disfrutar es percibir los frutos del bien, 
es decir, aprovecharlo económicamente. Disponer es prescindir del bien, deshacerse de la 
cosa, ya sea jurídica o físicamente, un acto de disposición es la enajenación del bien. Y la 
reivindicación es un atributo, de la cual goza el titular de todo derecho real, la reivindicación 
se utiliza cuando exista una amenaza o agresión al derecho de propiedad o cuando se 
discuta la titularidad, como es el caso de la prescripción adquisitiva o los interdictos de 
recobrar o de retener que se manifiesta en la posesión.” (Vidal, 2011, pág. 114) 
 
Por consiguiente, la propiedad es el derecho de gozar y disponer de un bien, siempre y 
cuando no contravenga la ley, por el cual el propietario podrá tener un poder directo e 
inmediato sobre su bien mueble o inmueble sin que nadie pueda reprimirlo. 
 
Asimismo, al ser un derecho reconocido constitucionalmente se le otorga un grado de 
importancia a diferencia de otros derechos, por lo que todas las entidades públicas y los 




propietario. Pero, la propiedad también esta susceptible de expropiación, aun cuando nadie 
pudiere ser privado o despojado de su propiedad, esta figura se da cuando la autoridad 
competente realiza obras en el bienestar de la sociedad, es así que el estado deberá 
realizar una indemnización llamado precio justo al propietario que será afectado por la 
figura de la expropiación.    
 
De todo lo señalado sobre la propiedad, se debe mencionar que, respecto del presente 
tema de investigación no es sumamente relevante para solicitar el desalojo y restitución 
del predio; puesto que nuestro ordenamiento jurídico no solo faculta a demandar al 
propietario sino a todo aquel que pueda tener facultad expresa de hacerlo, ya sea un 
usufructuario, administrador, entre otros. 
 
En consecuencia, cabe indicar que el objeto del desalojo es la restitución del predio en 
base a la posesión del poseedor inmediato que se pretende lanzar del inmueble, mas no 
está en discusión la propiedad del predio ya que se eso tendría que tramitarse por la vía 






















3.1. El PROCESO DE DESALOJO 
En nuestro ordenamiento jurídico el proceso de desalojo se encuentra regulado entre los 
artículos 585° y 596° del Código Procesal Civil, el cual se ventila procedimentalmente en 
el proceso sumarísimo. 
 
Según Gonzales (2016), “el desalojo es un mecanismo jurídico destinado a proteger las 
situaciones jurídicas en las que un poseedor (mediato) requiere la devolución del bien 
entregado en forma temporal a un poseedor (inmediato)”. (p. 215) 
 
De acuerdo con ello, el legislador ha establecido que la finalidad que tiene el proceso 
desalojo es restituir el bien al poseedor mediato, quien cedió de buena fe su bien y debe 
devolvérsele. Por lo cual, el desalojo viene a ser una acción posesoria y sumaria, que 
defiende las reglas de la posesión, mas no de la propiedad ya que esta última al ser una 






Si el desalojo es un instrumento de defensa de la posesión mediata, 
entonces, el demandante no necesita acreditar la condición de propietario; 
pues, le resulta suficiente la prueba posesoria; que, en este caso específico, 
significa la exhibición de un título temporal (caso recurrente: contrato de 
arrendamiento), por el cual, una de las partes entrega el bien y, por 




Asimismo, de acuerdo con Castillo (2019), “nuestro CPC regula el desalojo en como una 
acción que se da trámite en el proceso sumarísimo y con las disposiciones contenidas en 
los artículos 585°-596° del mismo, en el que se ventila el derecho a poseer del demandado 
y cuyo resultado, dependiendo de esa circunstancia será la procedencia o no de la 
demanda de desalojo.  
 
De manera teórica, el proceso de desalojo es un proceso judicial simple y rápido, que ha 
sido creado por el legislador con el objeto de resolver controversias entre arrendadores y 
arrendatarios. Normalmente, el contrato de arrendamiento concluye por falta de pago o 
vencimiento del plazo, para lo cual ante una interposición de demanda el magistrado debe 
realizar una fácil evaluación de los medios probatorios y posible contradicción del 
arrendatario, quien solo podría decir lo contrario en base a la presentación de una adenda 
al contrato o recibos de pagos.  
 
 
En el Perú, el problema de la relación entre el arrendante y el inquilino está 
asociado al problema social de la vivienda, es de larga data, es el problema 
mas latente y los de la tesis socialistas sostendrían incluso que está ligada 
a la grave fragmentación y desigualdad económica, a los altos índices de 
pobreza y la conservación del inmueble solo por un sector económico 
pudiente. Como fuera, el hecho es que la flexibilización o rigurosidad de la 




profesor Ninamancco “evidentemente tiene una incidencia en el mercado 
inmobiliario, pues las rentas se encarecen”. (Trujillo, 2019) 
 
Dicho lo anterior, en la práctica el proceso de desalojo no ha sido rápido, sino largo, tedioso 
y costoso para los demandantes; puesto que, los arrendatarios renuentes a devolver el 
bien presentan recursos a fin de dilatar dicho proceso; perjudicando los intereses de los 
arrendadores. Es así que para acreditar el tiempo promedio que tarda en resolverse un 
caso de desalojo en nuestro país, brindamos lo señalado por la Secretaría General del 
Poder Judicial (2015): 
CUADRO N° 1 
 Tiempo promedio de solución de controversias en procesos de desalojos por 
cortes a nivel nacional  
 
Fuente: Proyecto de Ley N° 393-2016-CR 





En tal sentido, se comprueba que no se cumple con la expectativa de las normas de 
desalojo, la cual es tener un proceso célere.  
 
Ante ello, se ha pretendido brindar mayor seguridad jurídica a los arrendadores a fin de 
cumplir con el objetivo del desalojo, para ello se puso en vigencia la Ley N° 30201 y Decreto 
Legislativo N° 1177, mediante los cuales se buscaba que la restitución del predio sea en el 
menor tiempo posible y evitar cualquier dificultad en el proceso. Cabe decir, que dichas 
normas no cumplen a cabalidad con su objetivo planteado debido también a la sobre carga 
procesal de los juzgados, lo cual es acreditado con lo señalado por la Secretaría General 
del Poder Judicial (2015): 
CUADRO N° 2  
 Carga procesal en procesos de desalojos por cortes a nivel nacional 
 
Fuente: Proyecto de Ley N° 393-2016-CR  




Por otro lado, habría que decir también que, a raíz de la emisión de la Casación N° 295-
2011-Ucayali, la Corte Suprema llevó a cabo el IV Pleno Civil, mediante el cual se ha 
establecido lineamientos respecto del desalojo por la causal de precario, ha convertido a 
este en un proceso simple, pero con controversias más complejas, no habiendo relación 
entre medio y finalidad ya que el magistrado tendrá que analizar y resolver conflictos de 
propiedad, nulidad, entre otros. Afectando de forma directa a las otras causales de desalojo 
que son la de resolución de contrato por falta de pago o por incumplimiento de alguna 
obligación, y conclusión del contrato por vencimiento del plazo o venta del bien a tercero. 
 
 
Luego de la publicación del Cuarto Pleno Casatorio Civil, los jueces de Paz 
Letrado han quedado impedidos de conocer los procesos de desalojo en los 
casos de que exista requerimiento de restitución de bien (carta notarial) de 
parte del arrendador hacia el arrendatario (artículo 1704 CC); toda vez que 
en todos estos casos éste último ha quedado constituido en poseedor 
precario, por lo que el Juez competente para conocerlos es el Especializado, 
quedando impedido el arrendador de interponer demanda de desalojo por 




De modo que, si bien dicho pleno ha establecido uniformidad en las decisiones de los 
magistrados al momento de resolver, pues los criterios deben ser tomados en cuenta, no 
significa que los titulares de los bienes consigan la restitución de forma más rápida. Por 
ello, los legisladores han buscado otra forma de solución al problema, como es la puesta 
en vigencia de la Ley N° 30933, aunque con ciertos inconvenientes en su regulación, como 
es la falta de regulación de la oposición de los terceros, es la más próxima a brindar los 







3.1.1. DESALOJO POR VENCIMIENTO DE CONTRATO DE ARRENDAMIENTO 
El contrato de arrendamiento es uno de los contratos más importantes y utilizados en 
nuestro país, se caracteriza por ser temporal, ya que la relación contractual puede ser de 
duración determinada o indeterminada.  
 
Este tipo de contrato es considerado como uno por el cual se causa más controversia a 
nivel judicial, porque generalmente el arrendatario incumple el pago de la renta convenida 
o sigue poseyendo el bien a pesar del vencimiento del plazo fijado, lo que ocasiona pérdida 
económica al arrendador cuando tiene que recurrir a instancias judiciales para recuperar 
su bien inmueble. 
 
Mediante este contrato, las partes crean obligaciones reciprocas, es decir, el arrendador 
cederá por cierto tiempo el uso de su bien y el arrendatario tendrá que dar una 
contraprestación pecuniaria. Ambos se establecerán por voluntad de las partes, en el caso 
de plazo del contrato, cuando este sea de duración determinada las partes tendrán que 
respetar un plazo fijado, por el cual se mantendrá vigente la relación contractual que 
concluirá con el vencimiento del arrendamiento; por otro lado, cuando sea de duración 
indeterminada, no existirá un plazo fijo para la vigencia de la relación contractual; por lo 
que se entiende que las obligaciones serán exigibles hasta que una de las partes decida 
resolver el contrato de arrendamiento judicial o extrajudicialmente, tal cual se dispone en 
el artículo 1703° del Código Civil. 
 
Asimismo, cabe resaltar que cuando se opte por la vía extrajudicial, de acuerdo con lo 




resuelto cuando se cumplan los 30 días siguientes a la fecha de notificación de la carta 
notarial. 
 
Por último, es de mencionar que tras la publicación del IV Pleno Casatorio Civil se ha 
establecido diversas pautas sobre el desalojo por ocupante precario, siendo una de ellas 
la de cómo se precariza a un arrendatario, la cual se da cuando el arrendador ante el 
vencimiento del contrato de arrendamiento, formula un requerimiento expreso al 
arrendatario solicitándole la restitución de su predio; por lo que, se recomienda al 
propietario que cuando se presente esta causal, es mejor no cursar ningún requerimiento, 
y así entablar una demanda en la vía más simple y rápida.       
 
3.1.2. DESALOJO POR FALTA DE PAGO DE LA RENTA 
Como se viene desarrollando el presente tema de investigación, el desalojo en el Perú es 
un proceso que dura muchos años, el cual lo hace tedioso y costoso generando hasta 
desgaste emocional en el demandante, ya que la no restitución de su predio y ausencia de 
renta produce pérdida económica que afecta claramente sus intereses. 
 
Es así, que otra de las causales más demandadas por desalojo ante el poder judicial, es la 
falta de pago de la renta, previsto en el inciso 1 del artículo 1697° del Código Civil, que 
establece que el contrato podrá resolverse si el arrendatario incurre en morosidad dejando 
de pagar la renta de dos meses y quince días. 
 
 
En forma específica, el vínculo se resuelve cuando el arrendatario no ha 
pagado dos meses de renta y continúa quince días adicionales en esa 




cuando no se pagó una cuota en caso de periodos mayores (art..1697-1 
CC); o cuando hubiese sentencia que obliga al pago de la renta, y se vence 
quince días luego del plazo siguiente, sin pago (art. 1697-2 CC). (Gonzales, 
2019, pág. 131) 
 
 
Como es de saber, cuando las partes celebran un contrato de arrendamiento asumen 
obligaciones reciprocas, ya que por un lado el arrendatario asume la obligación de pagar 
la renta convenida, por otro lado, el arrendador tiene la obligación de ceder la posesión del 
inmueble, es así que cuando se presenta la falta de pago es un motivo legítimo, para que 
el propietario resuelva el contrato, extinguiendo así las obligaciones pactadas en un inicio 
por ambas partes. 
 
 
La renta es la contraprestación por la cesión en uso del bien, que 
normalmente se fija en dinero, pero no se desnaturaliza el tipo si es que se 
pacta productos o bienes muebles, sea en todo o en parte, lo que daría lugar 
a una especie de renta mixta. (Gonzales, 2019, pág. 57) 
 
 
Respecto a lo mencionado, con la resolución del contrato el arrendatario pierde el derecho 
a tener la posesión del predio ocupado y tiene el deber de restituirla al arrendador; sin 
embargo, este es renuente a hacerlo y permanece en el bien hasta que una sentencia 
resuelva su lanzamiento.  
 
Asimismo, cabe decir que, el desalojo por falta de pago también se encuentra estipulado 
en el  artículo 585° del Código Procesal Civil, el cual señala específicamente en su segundo 
párrafo que la pretensión de pago de la renta convenida puede ser acumulable a la de 
desalojo. Y en el artículo 591° del Código Procesal que establece que cuando el desalojo 
se sustente en la casual por falta de pago de la renta o por vencimiento del plazo pactado, 




3.2. LEY N° 30201 
En la actualidad existe la necesidad de regular los alquileres inmobiliarios, a razón de que 
es muy frecuente la celebración del contrato de arrendamiento en el Perú con la existencia 
de arrendatarios morosos, tal es así que, según Carlos Chueca, quien es gerente general 
de la empresa Inquilinos Morosos S.AC. manifiesta que,  
 
La morosidad de los alquileres está en 26% en lo que va del año, nivel alto 
que persiste por la elevada informalidad en el mercado de alquileres, 
muchos de estos sin contrato, y la poca diligencia de los propietarios de 
evaluar al detalle al potencial arrendatario. Asimismo, del total de inquilinos 
que caen en mora, un 70% se va de la vivienda sin pagar su deuda, advirtió. 
La tasa de morosidad coincide con la reportada por la central de riesgo Fit 
Big Data, según la cual alrededor del 21% de los nuevos inquilinos tienen un 
score de crédito negativo al año de haber tomado el alquiler, y, por tanto, 




En consecuencia, dicha morosidad origina un manifiesto conflicto entre arrendador y 
arrendatario; por lo que, ambos se enfrentan judicialmente mediante un proceso de 
desalojo, y como es de conocimiento de los litigantes este proceso se caracteriza por ser 
largo, tedioso y costoso teniendo como perjudicado al arrendador, motivo por el cual los 
legisladores trataron de regular diferentes mecanismos de solución, siendo una de ellas la 
publicación de la Ley N° 30201. 
 
Esta Ley especial fue promulgada en fecha 28 de mayo del 2014 en el Diario Oficial El 
Peruano, la cual estableció el Registro de Deudores Judiciales Morosos, que sirve como 
una central de riesgos para los acreedores y entidades bancarias; asimismo modificó el 




del arrendatario” solo en los contratos de arrendamiento de inmuebles, con el propósito de 
instaurar un nuevo proceso de desalojo simplificado.  
 
La cláusula de allanamiento a futuro del arrendatario es un acuerdo expreso entre 
arrendador y arrendatario, en donde este último se allana anticipadamente, 
comprometiéndose a desocupar inmediatamente el bien inmueble dado en alquiler, cuando 
se produzca el vencimiento del contrato o la falta de pago de la renta convenida. Cabe 
precisar que la ley especial contiene formalidades que deben estar expresamente en el 
contrato, asimismo a diferencia del proceso de desalojo convencional como norma general, 
en la norma especial no puede haber acumulación procesal con la pretensión de pago de 
la renta. 
 
De igual modo, esta ley establece que el Juez competente para este tipo de desalojo es el 
del lugar del inmueble y será el Juez de Paz Letrado o Civil de acuerdo a la cuantía de la 
renta, es así que cuando el arrendador presente su demanda con los requisitos que 
establece la Ley N° 30201, el juez una vez admitida la demanda, correrá traslado al 
arrendatario para que, en un plazo de 6 días computados desde el día siguiente de 
producido el emplazamiento, cumpla con acreditar la cancelación de la renta adeudada o 
demostrar la vigencia del contrato; caso contrario, el juez emitirá Sentencia ordenando el 
lanzamiento en 15 días hábiles contra todos lo que ocupen el bien, aunque no hayan tenido 
participación en el proceso (los terceros ocupantes), conforme al artículo 593° del Código 
Procesal Civil. Dicha resolución deberá ser consentida. 
 
Por último, sobre las rentas impagas del arrendatario judicialmente reconocidas mediante 




Morosos, lo que tendrá vigencia hasta la extinción de la obligación. Por otro lado, el 
arrendador tiene opción de requerir el pago de dichas deudas en un proceso único de 
ejecución, acreditando la relación contractual.  
 
3.3. DECRETO LEGISLATIVO N° 1177 
Como se ha venido desarrollando anteriormente, el legislador ha seguido instaurando 
normas para que el proceso de desalojo que sea rápido y eficaz, y así implantar un 
verdadero desalojo exprés en el sistema jurídico del país que proporcione seguridad 
jurídica e incentive el arrendamiento. 
 
Tal es el caso, que el 18 de julio del 2015 se publicó el Decreto Legislativo N°1177 en el 
Diario Oficial El Peruano, como el tercer proceso de desalojo que establece el Régimen de 
Promoción del Arrendamiento para Vivienda, creando además el Proceso Único de 
Ejecución de Desalojo. El presente decreto tiene por finalidad la promoción, facilitación y 
seguridad jurídica del arrendamiento de inmuebles para vivienda. 
 
Asimismo, el legislador vio por conveniente facilitar al acceso a una vivienda a las personas 
que cuentan con bajos recursos económicos, promoviendo así la inversión en la 
construcción de bienes inmuebles destinados para arrendamiento, cabe señalar que esta 
norma no es aplicable para bienes inmuebles que son destinados para uso industrial o 
comercial, profesional, entre otros. 
 
Ahora bien, esta norma regula tres tipos de contrato de arrendamiento destinados a 
vivienda, los cuales son el contrato de arrendamiento, contrato de arrendamiento con 




uno de ellos tiene la particularidad que deben ser celebrados a través de Formularios, como 
son el Formulario Único de Arrendamiento de Inmueble (FUA), Formulario Único de 
Arrendamiento con Opción de compra (FUAO), y el Formulario Único de Arrendamiento 
Financiero (FUAL), de acuerdo con el Artículo 4° del Decreto Legislativo N° 1177. Estos 
formularios son suscritos por las partes y deben ser certificados por el Notario, quien tendrá 
el deber de inscribirlos en el Registro Administrativo de Arrendamiento para Vivienda 
(RAV), el mismo que está a cargo del Fondo Mivivienda. 
 
De manera que, cuando el actor interponga su demanda por proceso único de ejecución 
de desalojo, además de indicar la causal, debe acompañarla con el formulario del contrato, 
inscripción en el RAV y otros documentos que sustenten su pretensión. 
 
 
El demandante del desalojo será el arrendador, mientras que el demandado 
es el arrendatario “o contra quien posea el inmueble arrendado” (arts. 14.1, 
15.1), lo que comprende a la persona que ocupa el bien, por mérito de algún 
título o mera liberalidad concedida por el arrendatario (art. 587 CPC). No 
procede en el caso de terceros extraños al contrato de arrendamiento, pues 
el desalojo solo es viable “por terminación del contrato” (art. 14.2), lo que 
obviamente vincula a las partes y a los terceros derivados o vinculados con 
el arrendatario. (Gonzales, 2019, pág. 148) 
 
 
Por consiguiente, cabe decir que al igual que la Ley N° 30201 este decreto tiene sus propios 
inconvenientes al momento de ejecutar el desalojo, puesto que el órgano judicial no cumple 
con el objetivo planteado, debido a la elevada carga judicial o el desconocimiento sobre la 
aplicación del decreto al ser una norma de carácter restringido, pues como bien se observa 
en la página web del Fondo Mivivienda (2019), solo ciertas Notarias cuentan con la facultad 





TABLA I  
Notarías Autorizadas General RAV – Lima 
 
Fuente: Fondo MiVivienda 
Elaboración: Fondo MiVivienda 
 
En tal sentido, de la observación de la mencionada tabla, se verifica que solo 29 Notarías 
del distrito de Lima están autorizadas a certificar los formulario FUA, FUAO y FUAL, de 141 
Notarías que existen en distrito de Lima, es decir solo el 20.56%, lo cual es manifiestamente 
un inconveniente para la aplicación del Decreto Legislativo N° 1177.  
 
Cabe señalar, que el régimen del D.L. N°1177, luego de más de tres años 
de vigencia, debe considerarse un fracaso, en vista del escaso número de 
contratos acogidos, fundamentalmente por lo burocrático que implica la 
necesidad de un registro administrativo de contratos, además del pago en 
cuentas bancarias prefijadas. (Gonzales, 2019, pág. 150) 
Notaria Distrito Departamento
Notaría HINOJOSA CARRILLO Ate Lima
Notaría  ODE PEREYRA Barranco Lima
Notaría  MONTOYA VERA Breña Lima
Notaría SOTERO VILLAR Carabayllo Lima
Notaría SCAMARONE Comas Lima
Notaría LAOS DE LAMA Jesús María Lima
Notaría RODRIGUEZ CRUZADO La Molina Lima
Notaría BANDA GONZALEZ La Victoria Lima
Notaría CARPIO VELEZ Lima Lima
Notaría GONZALEZ LOLI Lince Lima
Notaría ACEVEDO MENDOZA Magdalena del Mar Lima
Notaría URTEAGA CALDERON Magdalena del Mar Lima
Notaría GUTIERREZ ARIANZEN Miraflores Lima
Notaría MAS CARDENAS Miraflores Lima
Notaría HOPKINS TORRES Miraflores Lima
Notaría LUQUE RAZURI Miraflores Lima
Notaría TARAZONA ALVARADO Miraflores Lima
Notaría CANELO RAMIREZ Pueblo Libre Lima
Notaría BERROSPI POLO Rimac Lima
Notaría VELA VELASQUEZ San Borja Lima
Notaría VILCA MONTEAGUDO San Borja Lima
Notaría FERNANDINI BARREDA San Isidro Lima
Notaria ROSALES SEPÚLVEDA San Isidro Lima
Notaria DEL POZO VALDEZ San Isidro Lima
Notaría ESPINOZA ORE San Isidro Lima
Notaria VILLOTA CERNA San Juan de Lurigancho Lima
Notaría CONTRERAS VARGAS San Juan de Miraflores Lima
Notaría SALVATIERRA SALDAÑA Santa Anita Lima











INTERVENCION DE LOS TERCEROS 
 
4.1. INTERVENCIÓN DE TERCEROS EN EL PROCESO CIVIL 
 
Como bien se sabe, en nuestro proceso civil son consideradas como partes originarias a 
los demandantes  y demandados; pero también de acuerdo al artículo 586° del Código 
Procesal Civil son admitidos como parte material del proceso a cualquier otra persona a 
quien le es exigible la restitución, los mismos que pueden ser terceros , así como de 
acuerdo a los artículos 97°,98°, 99° y 100° del mismo cuerpo de leyes, los terceros pueden 
apersonarse en calidad de tercero procesal mediante la intervención procesal. 
 
Los terceros son personas ajenas a la relación jurídica existente, los cuales pueden 
intervenir de forma voluntaria para ayudar a alguna de las partes antes mencionadas a 
efectos de que salvaguarden un interés propio que pudiera ser perjudicado de forma 
indirecta con la decisión judicial, proteger sus propios derechos discutidos en el proceso o 
plantear una nueva pretensión oponible a alguna de las partes. Además, el tercero puede 
intervenir forzosamente, como consecuencia de que sea debidamente emplazado por el 





De otro lado, el grado de interés del tercero respecto de la relación 
sustantiva subyacente en el proceso (conocido en doctrina como interés 
jurídico relevante), determina la clasificación doctrinaria de la intervención 
de terceros en principal y accesoria, subdividiéndose la primera en 
intervención de tercerista o ad excludendum y en intervención litisconsorcial. 
(Palacios, 1994, pág. 58) 
 
 
El tercero podrá intervenir en el proceso cuando ya esté iniciado acreditando su interés y 
al aceptarse su intervención debidamente motivada por el juez, éste se convertirá en parte 
procesal; debiendo tener mucho cuidado puesto que la institución procesal del tercero 
supone una complicación del proceso en cuanto a la posible dilatación de éste. 
 
 
El concepto de tercero en un proceso de desalojo al que la norma hace 
referencia es solo el tercero material. En efecto, el art. 587° del CPC señala 
que es aquel “ajeno a la relación establecida entre el demandante y la 
persona a quien este le cedió la posesión”. No obstante, es confusa su 
participación en el proceso. ¿Participa como parte o como tercero 
(procesal)? Si miramos el artículo 586° del CPC in fine, podrá ser sujeto 
pasivo de la demanda de desalojo, esto es, demandado, “cualquier otra 
persona a quien le es exigible la restitución”. Pero también existe la 
posibilidad de que aun cuando no ha sido denunciado ni instruido al inicio 
del proceso (art. 587° CPC), el tercero material pueda apersonarse en 
calidad de tercero procesal. (Castillo, 2019, párr. 9) 
 
 
De ahí, se desprende que la intervención del tercero en el proceso puede darse en dos 
momentos, uno es cuando al iniciarse el proceso de desalojo es denunciado o instruido 
como parte para que participe como parte y otro es cuando el tercero se apersona una vez 
iniciado el proceso o en la audiencia única. 
 
Cabe manifestar que, el juez deberá discernir si la intervención del tercero es una 
simulación a efectos de cometer un fraude procesal, ya que no siempre la intervención de 
aquel será de acorde a Ley. Si bien es cierto, se garantiza su derecho a la defensa y 
participación dentro de un proceso, no debe vulnerar los de otros con fraude. 
En el caso concreto de un proceso de desalojo, tras la resolución de admisión a trámite de 




resolución junto con la demanda y anexos al domicilio del demandado y al domicilio donde 
se ubica el predio que se pretende restituir a fin de que el poseedor del bien o un tercero 
tome conocimiento de la litis y pueda participar en ella, ya que los efectos de la sentencia 
también le alcanzarán como al demandado. 
 
Por otro lado, según Castillo Galarreta (2019), en el proceso de desalojo la ley preveé que 
el poseedor que ha sido desalojado cuando no ha mediado un proceso previo, tiene 
derecho a que se le restituya la posesión del bien  (art. 605° CPC). Entonces si el tercero, 
se ve afectado por una sentencia sin que haya participado en el proceso, podrá exigir su 
derecho con el interdicto de recobrar, interponiendo su demanda ante el mismo juez que 
emitió su lanzamiento. Si el órgano jurisdiccional no permite la actuación del tercero, lo deja 
en un estado de indefensión completo. 
 
Existen diversas clases de intervención del tercero; sin embargo, se desarrollará a 
continuación la clase de tercero respecto al proceso de desalojo.  
 
4.1.1. INTERVENCIÓN LITISCONSORCIAL 
Nuestro ordenamiento jurídico regula la intervención litisconsorcial en el artículo 98° del 
Código Procesal Civil, el cual estipula que el tercero está legitimado sustancial como 
procesalmente a intervenir en el proceso en defensa de sus propios derechos, debido a 
que los efectos de la futura sentencia también le repercutirán. 
 
La pretensión planteada por el tercero está vinculada jurídicamente a la parte consorcial, 
ya sea demandante o demandado, pues es parte de la misma relación jurídica sustancial 
por lo que actuará independientemente con las mismas facultades de aquella parte, 




Asimismo, “lo característico de esta figura lo constituye que el sujeto que solicita su 
incorporación debe de encontrarse legitimado de manera plena para intervenir en el 
proceso, debe de afirmar ser cotitular del derecho discutido en el proceso.” (Prado & 
Zegarra, 2016, pág. 308) 
 
Su intervención produce que haya una modificación en cuanto a los sujetos procesales; 
puesto que se amplían, mas no modificación de pretensiones; además, su incorporación 
puede darse en cualquier etapa del proceso, incluso durante la segunda instancia, claro 
que hasta antes de que se dicte sentencia. 
 
Por lo que, en un proceso de desalojo, cuando se notifique en el predio materia de litis y 
exista la figura de un tercero ajeno a la relación jurídica entre arrendador y arrendatario, 
este debe apersonarse al proceso en virtud de salvaguardar sus derechos ya que la 
sentencia producirá sus efectos en él, con o sin su participación. Por lo contrario, aquel 
tercero que siendo válidamente notificado no intervenga en el proceso de desalojo, no 
podrá ejercer otra acción judicial contra lo resuelto por el juez.  
 
4.1.2. DENUNCIA CIVIL 
La denuncia civil está regulada en el artículo 102° de nuestro Código Procesal Civil, por la 
cual la intervención del tercero es provocada voluntariamente por el demandado quien lo 
denuncia, al tener también dicho tercero una obligación respecto del derecho discutido. 
“Arrarte Arisnabarreta (1997) menciona que con la denuncia civil la parte que la formula se 
limita a poner en conocimiento del juez que hay alguien más que podrá verse afectada, 
para que sea el quien decide si acepta su intervención y de que calidad, de este modo sino 
no lo considera un litisconsorcio necesario, se limitará a notificarla con la demanda de modo 






Cabe decir que, si el juez considera que dicho tercero es un litisconsorcio necesario, este 
debe ser emplazado con los actos procesales más relevantes y apersonarse en el plazo 
de 10 días, puesto que su figura es importante para que se produzca la expedición de la 
sentencia sobre el fondo; no obstante, el proceso se dilatará. Es por ello que, el proceso 
se suspenderá hasta que el tercero sea emplazado. 
 
Por último, la denuncia civil no implica un supuesto de ampliación o 
modificación de la pretensión del proceso en ningún caso, solo constituye 
una citación a un tercero. De ahí que, por su sola admisión, la denuncia civil 
no puede ampliar la relación jurídica procesal del proceso. El único supuesto 
donde si se podrá realizar ello viene a ser cuando el demandante solicita 




Ahora bien, respecto a los casos de desalojo, cuando se acredita que un tercero no es 
poseedor, por lo cual ya no es necesaria su intervención, el magistrado podrá separarlo del 
proceso mediante la extromisión. 
 
4.1.3. LLAMAMIENTO POSESORIO 
El llamamiento posesorio es una institución procesal estipulada en el artículo 105° de 
nuestro Código Procesal Civil, la cual es similar a la denuncia civil pues existe un supuesto 
de intervención provocado.  
 
Es así que, será el demandado quien tendrá la carga de la prueba para demostrar que es 




suspenderá el proceso hasta que éste intervenga en el plazo de 10 días, de acuerdo al 
artículo 103° del Código Procesal Civil. 
 
 
El demandado que no sea poseedor, sino detentador o servidor, puede 
denunciar al poseedor en la contestación de la demanda. Si este lo acepta, 
entonces reemplaza al demandado, por lo que deberá emplazarse a aquel; 
mientras que, si el llamado no comparece o niega ser poseedor, entonces 
el proceso seguirá contra el demandado, pero la sentencia surtirá efecto 
contra este y el llamado (arts. 105, 588 CPC). (Gonzales, 2016, pág. 240) 
 
 
La idea de esta clase de intervención no solo es que el verdadero poseedor tome 
conocimiento del proceso y pueda hacer uso de su derecho a la defensa a fin de conservar 
la posesión, sino también se evite una futura nulidad de lo actuado pues, en caso el 
poseedor no se apersone y el servidor equívocamente lo represente, se fijaría una relación  
jurídica entre arrendador y detentador; por lo que, se plantearía la excepción de falta de 






















5.1. EL NUEVO PROCESO DE DESALOJO: DESALOJO NOTARIAL  
 
El problema jurídico del desalojo convencional ocasionado por la sobrecarga procesal de 
los órganos jurisdiccionales y dilatación del proceso realizada por la parte demandada ha 
causado desconfianza en el arrendador de bienes inmuebles respecto de nuestro 
ordenamiento legal; pues lamentablemente no se les brinda la seguridad jurídica deseada. 
Normalmente estos se proyectan a recuperar la posesión de su predio en el menor tiempo 
posible al ser teóricamente el desalojo un proceso simple y rápido; sin embargo, este suele 
tardar más de tres años, aparte de ser tedioso y costoso.  
 
En otras palabras, el proceso de desalojo es un verdadero dolor de cabeza para los 
demandantes; de ahí que, el legislador haya buscado una solución al problema con la 
publicación de la Ley N° 30933, Ley que regula el procedimiento especial de desalojo con 
intervención notarial, a fin de brindar celeridad, predictibilidad y seguridad jurídica a 
aquellas personas que se dedican al alquiler de sus bienes y confíen nuevamente en 





Esta ley especial de desalojo notarial consta de dos etapas, la etapa notarial y la etapa 
judicial (juez de paz letrado), esto significa que el notario será parte importante del 
procedimiento pues tendrá la facultad de verificar, constatar y extender el Acta No 
Contenciosa, siendo competente dentro de la provincia en la que se ubica el inmueble dado 
en alquiler, quien luego de identificar la causal de desalojo, remitirá los actuados al juez de 
paz letrado del distrito donde se encuentra el predio arrendado, el mismo que analizará la 
actuación del notario y emitirá una resolución de desalojo y lanzamiento. 
 
Cabe señalar, que únicamente las causales establecidas en la presente ley están 
estipuladas en su artículo 7°, las cuales son la causal de vencimiento del plazo del contrato 
de arrendamiento o causal por incumplimiento del pago de alquiler de la renta convenida. 
De igual modo, la norma tipifica que, para solicitar el desalojo con la intervención del 
notario, tendrá que cumplir tres requisitos de procedibilidad, conforme lo establece en el 
artículo 4°, que son que el inmueble se encuentre individualizado de manera detallada, que 
el contrato de arrendamiento esté contenido en escritura pública o en el Formulario Único 
de Arrendamiento de inmueble destinado a Vivienda (FUA) y que las adendas al contrato 
de arrendamiento deben cumplir con la misma formalidad señaladas anteriormente. 
 
El procedimiento especial iniciará a pedido del arrendador mediante una solicitud de 
desalojo que contendrá de forma adjunta todos los requisitos que señala la Ley N° 30933, 
tras ello el notario verificará que todo lo presentado esté de acorde a la norma especial y 
notificará al arrendatario en el domicilio que figure en el contrato y en el inmueble materia 
de litis a fin de que pueda acreditar a través de la oposición que no está inmerso en la 
causal que señale el arrendador en el plazo de cinco días hábiles de recibida la notificación. 
 
Ante ello, el notario comprobará si se configura alguna de las causales de desalojo; en 




ello lo protocolizará en el Registro Notarial de Asuntos No Contencioso y lo remitirá junto 
con la copia legalizada del expediente al juez de paz letrado para que actúe conforme a las 
atribuciones señalas en el artículo 9° de la ley; en caso contrario dará por concluido el 
procedimiento. 
 
Finalizada la primera etapa notarial, se continúa con la etapa judicial, en la cual el solicitante 
requiere al juez de paz letrado el lanzamiento, previo pago del arancel judicial 
correspondiente. Es así que, dicho magistrado tendrá tres días hábiles para verificar la 
solicitud y sus requisitos a efectos de emitir sentencia que disponga el lanzamiento contra 
el arrendatario y los que ocupen el inmueble, la misma que podrá ser impugnada, pero sin 
efectos suspensivos, lo cual se dispone en el artículo 9° de la ley de desalojo notarial. 
 
Por otro lado, a pesar de todo lo dicho anteriormente, esta nueva ley de desalojo ha sido 
bastante criticada y se cree que no surtirá los efectos que se pretende debido a las lagunas 
normativas que contiene, siendo una de ellas, la oposición de los terceros. Así que se 
espera que pueda haber una modificación de la ley a fin de salvaguardar la seguridad 
jurídica de las partes y finalmente se logre el verdadero desalojo como teóricamente se ha 
planteado.  
 
5.2. CLÁUSULA DE ALLANAMIENTO EN EL PROCESO DE DESALOJO NOTARIAL 
Como bien se señaló en el capítulo 3 de la presente investigación, mediante la Ley N° 
30201 el legislador creó la figura de la “cláusula de allanamiento a futuro”, mediante la cual 
el arrendatario se somete y acepta anticipadamente la futura demanda de desalojo que el 
arrendador pudiera interponer por vencimiento del contrato o falta de pago de merced 





Asimismo, como en el segundo proceso de desalojo creado por la ley antes mencionada, 
en la ley de desalojo notarial se establece en el artículo 5 inciso 1) como uno de los 
requisitos esenciales del contrato de arrendamiento que se coloque expresamente la 
cláusula de allanamiento a futuro del arrendatario, pues caso contrario, la solicitud de 
desalojo notarial del arrendador será rechazada.  
 
Sin embargo, nace la inquietud sobre si dicha cláusula de allanamiento mencionada tiene 
que ser igual o similar a lo que estipula el artículo 594° del Código Procesal Civil, pues la 
Ley de desalojo express no lo deja claro. No obstante, a nuestro a juicio ambas son 
diferentes y no serán tratadas de la misma manera, ya que la cláusula de allanamiento de 
la ley N°30201 tiene otro tipo de regulación y aplicación, que no es la misma que la de la 
Ley N° 30933.    
 
Además, es necesario aclarar que el allanamiento a futuro del artículo 594° del Código 
Procesal Civil, le permite al arrendatario contestar la demanda en concordancia con su 
derecho de defensa; sin embargo, se puede interpretar y argumentar que el allanamiento 
de la ley especial de desalojo notarial, no permite al inquilino contradecir las solicitudes 
presentadas en la etapa notarial y judicial, ya que se somete a todo lo pactado en el 
contrato y el futuro desalojo; por lo que, se entendería que este allanamiento de la ley 
especial es novedoso y quizás pueda funcionar mejor que el de la Ley N° 30201.  
 
5.3. INTERVENCIÓN DE TERCEROS EN EL DESALOJO NOTARIAL Y APLICACIÓN 
SUPLETORIA DE LA LEY N° 26662 
Como bien se ha dicho en el cuarto capítulo precedente, la intervención de terceros en el 




se da cuando dicho proceso se encuentre iniciado y donde el tercero podrá usar sus 
mecanismos de defensa cuando haya sido aceptada su participación por el juez; para ello, 
debe acreditar un interés jurídicamente relevante.  
 
Asimismo, existen diversas clases de terceros que pueden intervenir en un proceso 
dependiendo su interés o voluntad, los cuales tienen características particulares y nuestra 
legislación les permite defender sus derechos en cuanto se vean vulnerados. No obstante, 
esto perjudica de alguna forma al demandante ya que el proceso se volverá más largo y 
tedioso de lo ya habitual, ya que al permitir a los terceros su defensa se extiende la labor 
del juez para analizar el caso. Por lo que, el actor apela a la celeridad y economía procesal 
a fin de que en un proceso de desalojo en la vía sumarísima se emita la sentencia 
declarando fundada la demanda y se proceda al lanzamiento del demandado y los posibles 
terceros ocupantes. 
 
Sin embargo, no sucede lo mismo en la Ley N°30933, la cual no permite la intervención de 
terceros en el procedimiento especial notarial, por lo que la ley N° 26662 en su artículo 6° 
denominada consentimiento unánime, expresa que, si se manifiesta oposición, el notario 
debe suspender su actuación y remitir los actuados al juez correspondiente, dando por 
finalizado o suspendido el procedimiento especial. Si bien es cierto el mencionado artículo 
habla de oposición en forma general, se da por entendido que la ley de desalojo notarial si 
permite la oposición de los arrendatarios, por lo que respecto a ellos no se suspenderá el 
mismo; por lo contrario, no manifiesta nada sobre los terceros por lo que se da por 
entendido que ante la oposición de un tercero dicho procedimiento finalizará, recurriendo 





Es decir, la suspensión del procedimiento notarial significa tanto una afectación a los 
derechos e intereses de los terceros como una afectación a los derechos y beneficios del 
arrendador que podría obtener con la aplicación de la Ley N° 30933 la restitución inmediata 
de su bien inmueble ante arrendatarios y terceros inescrupulosos que pretenden seguir en 
posesión del predio de forma ilegítima y por tiempo indeterminado.   
 
Ante ello, es necesaria una modificación al artículo 8° numeral 8.3 de la Ley N° 30933, Ley 
que regula el procedimiento especial de desalojo con intervención notarial, en la cual se 
incluya también la oposición de los terceros, a fin de que el arrendador no se vea 
perjudicado con la suspensión del procedimiento especial en la etapa notarial y se cumpla 
con la finalidad de la publicación de dicha Ley, es decir se realice un desalojo célere 















Exposición de motivos: 
- De acuerdo al Proyecto de Ley N° 3643/2018-CR de fecha 12.09.2018 el 
arrendamiento de inmuebles en el Perú, es una actividad económica que se 
mantiene aún en niveles primarios principalmente por la inseguridad jurídica en la 
que se desenvuelve. Las probabilidades que tiene el propietario de un inmueble de 
resultar perjudicado por darlo en arrendamiento son altas, fundamentalmente por la 
dificultad que tendrá que enfrentar si el arrendatario opta por incumplir el contrato y 
se niega a cumplir con el pago de los arriendos o a restituirle el predio arrendado. 
El arrendador cuyo arrendatario incumple se encuentra absolutamente 
desprotegido por el sistema de justicia y deberá librar una batalla legal de años para 
luego recobrar un inmueble en estado calumnioso.  (Proyecto de Ley N° 3643, 
2018). Por lo que, para evitar que el arrendador tenga que pasar un proceso judicial 
de desalojo largo y tedioso, se debe implementar la oposición de los terceros en la 






















1. La Ley de desalojo notarial tiene como finalidad brindar seguridad jurídica, celeridad 
y predictibilidad a aquellas personas que se dedican al alquiler de sus bienes y 
confíen nuevamente en nuestra justicia. 
 
2. Que, en el caso que un tercero no hubiera sido debidamente emplazado en un 
proceso de desalojo podría recuperar la posesión del predio cedido en 
arrendamiento a pesar de que el arrendador lo haya obtenido por sentencia firme, 
puesto que este tercero puede accionar judicialmente interdicto de recobrar por 
despojo judicial su derecho de posesión. 
 
3. Tras analizar la nueva ley de desalojo express, consideramos que no es eficaz en 
cuanto exista un tercero que quiera participar en el procedimiento especial; debido 
a que, el Notario tendría que suspenderlo en razón a la aplicación supletoria de la 
Ley N° 26662, lo que conllevaría a no levantarse el Acta No Contenciosa, por lo que 
el arrendador tendría que iniciar un proceso ordinario en vía judicial; no pudiendo 
beneficiarse con la celeridad y simplicidad que propone la nueva Ley para lograr la 




4. Como resultado de lo antes mencionado, hemos determinado que el tercero debe 
ser tomado en cuenta en la Ley N° 30933 a fin de salvaguardar los derechos de las 
partes procesales intervinientes y brindarles seguridad jurídica, pues para que la 
ley cumpla con su objetivo debe englobar a todos y no haya lugar a arbitrariedades. 
Así como obtener una Sentencia legítima respetando el debido proceso y tutela 





















1. Allanamiento  
“Reconocimiento que el demandado efectúa en su contestación a la demanda de la 
pretensión del demandante.” (Diccionario Jurídico del Poder Judicial del Perú) 
2. Arrendamiento 
“Contrato de alquiler por el que se cede el uso de un bien a una persona para que pueda 
disponer de ella durante un plazo de tiempo determinado y con el pago periódico de una 
cantidad de dinero.” (Diccionario Jurídico del Poder Judicial del Perú) 
3. Desalojo 
“Juicio para obligar a un inquilino a abandonar voluntariamente el inmueble que ocupa.” 
(Diccionario Jurídico del Poder Judicial del Perú) 
4. Oposición 
“En Derecho Procesal, razonamiento contrario. Impugnación.” (Diccionario Jurídico del 
Poder Judicial del Perú) 
5. Tercero 
“(Derecho Civil) Persona que no ha sido parte en la celebración de un acto jurídico 
determinado. (Derecho Procesal Civil) Quién tiene interés en incorporarse a un proceso, 
que no tiene la calidad de demandante y demandado. Es una acumulación subjetiva 
sucesiva porque la relación jurídica procesal ya se ha instaurado.” (Diccionario Jurídico del 
Poder Judicial del Perú) 
6. Vía ordinaria 
“Procedimiento normal, donde los litigantes cuentan con todos los procedimientos del caso, 
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